	II.   EXPEDIENTE D-8093 -   SENTENCIA C-867/10
M.P. María Victoria Calle Correa


 
1.         Norma acusada
DECRETO 2535 DE 1993
Por el cual se expiden normas sobre armas, municiones y explosivos
 
ARTICULO 41. SUSPENSION. [Artículo modificado por el artículo 10 de la Ley 1119 de 2002] Las autoridades de que trata el artículo 32 del Decreto 2535 de 1993, podrán suspender de manera general la vigencia de los permisos, para tenencia o para porte de armas expedidos a personas naturales, personas jurídicas o inmuebles rurales. Estas autoridades, también podrán ordenar la suspensión de los permisos de manera individual a personas naturales, personas jurídicas o inmuebles rurales, previo concepto del Comité de Armas del Ministerio de Defensa Nacional, cuando a juicio de las mismas, las condiciones que dieron origen a la concesión original han desaparecido.
Si el titular del permiso respecto del cual se dispuso la suspensión individual, no devuelve el arma a la autoridad militar competente en un término de cinco (5) días contados a partir de la ejecutoria de la disposición que la ordenó, procederá su decomiso, sin perjuicio de las disposiciones legales vigentes sobre la materia.
Cuando la suspensión sea de carácter general, los titulares no podrán portar las armas.
PARÁGRAFO 1o. Los gobernadores y alcaldes, podrán solicitar a la autoridad militar competente la adopción de la suspensión general, de manera directa o por conducto del Ministerio de Defensa Nacional.
PARÁGRAFO 2o. La autoridad militar que disponga la suspensión general de la vigencia de los permisos, podrá autorizar o no de manera especial o individual el porte de armas a solicitud del titular o del gobernador o alcalde respectivo, previo estudio detallado de las circunstancias y argumentos de seguridad nacional y seguridad pública que la invocan.
PARÁGRAFO 3o. El Gobierno Nacional a través de las autoridades contempladas en el artículo 32 del Decreto 2535 de 1993 podrá prohibir en algunas partes del territorio nacional el porte y/o tenencia de armas de fuego a las personas naturales, jurídicas y extranjeras.
Se exceptúan a las empresas de servicios de vigilancia y seguridad privada y los departamentos de seguridad debidamente constituidos ante la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada y autorizadas por esta.
Las personas que al entrar en vigencia esta medida de suspensión disposición, contemplada en este parágrafo, y tengan en su poder o porten armas de fuego con permiso vigente, deberán presentarlas entregarlas en la Unidad Militar de su jurisdicción dentro de los treinta (30) días siguientes a la publicación de esta disposición, por lo cual se les reconocerá una compensación en dinero por cada arma entregada, conforme a la tabla de avalúo del Comando de las Fuerzas Militares establecida y se les descargará del sistema.
2.         Decisión
Declarar EXEQUIBLES las expresiones “de que trata el artículo 32 del Decreto 2535 de 1993”, contemplada en el primer inciso del artículo 41 del Decreto Ley 2535 de 1993, modificado por el artículo 10 de la Ley 1119 de 2006, al igual que las expresiones “solicitar a la autoridad militar competente la adopción de la suspensión general” y “autoridades contempladas en el artículo 32 del Decreto 2535 de 1993”, contempladas en el primer y tercer parágrafo de la misma norma, únicamente por los cargos analizados en la presente sentencia, en el entendido de que las autoridades militares competentes deberán dar respuesta pronta y motivada a la solicitud de suspensión de permisos de porte de armas que presente el alcalde o el gobernador.
 
3.         Fundamentos de la decisión
El problema jurídico que debía resolver la Corte en este proceso, se concretó en establecer (i)  si la norma acusada desconoce la potestad del Presidente de la República establecida en el artículo 189, numeral 3 de la Constitución, al no mencionarlo dentro de las autoridades con competencia para suspender la vigencia del permiso de tenencia y porte armas; y (ii) si se viola el artículo 315-2 de la Carta, porque pese a ser los alcaldes la primera autoridad de policía del municipio y no estar sometidos sino al Presidente de la República en cuanto se refiere a la conservación del orden público, deben “solicitar” a las autoridades militares la suspensión general del mismo permiso. 
Al respecto, la Corporación precisó que el artículo 41 del Decreto 2535 de 1993 no contempla prohibiciones –como podría sugerir una determinada interpretación de la demanda- sino autorizaciones. Si bien es cierto que el inciso primero de la citada disposición no menciona literalmente al Presidente de la República, dentro de las autoridades facultadas para suspender, ni de manera general, ni de manera individual, la vigencia de permisos para porte o tenencia de armas de fuego, también lo es que el parágrafo 3º de la misma norma señala que “…el Gobierno Nacional [podrá] prohibir en algunas partes del territorio nacional el porte y/o tenencia de armas de fuego a las personas naturales, jurídicas y extranjeras”, de modo que debe entenderse que el Decreto en realidad sí se refiere a la competencia del Presidente para suspender de manera general tales permisos, como jefe de Gobierno (art. 11 5 C.P.). Aclaró que esta conclusión no se altera por el hecho de que el parágrafo 3º disponga que esa atribución debe ser ejercida  “a través de las autoridades contempladas en el artículo 32 del Decreto 2535 de 1993”, pues la circunstancia de que éstas sean mencionadas en el parágrafo se explica por la necesidad de darle eficacia a la prohibición adoptada por el Gobierno Nacional, encabezado por su Jefe, el Presidente de la República y no para conferirle validez o fuerza vinculante a la misma. 
Por otro lado, indicó que ciertamente, el artículo 41 no especifica si el Presidente de la República cuenta con la atribución para suspender de manera individual el porte o tenencia de armas de fuego, como sí especifica que esa competencia la tienen las autoridades militares de que trata el artículo 32 del Decreto 2535 de 1993. Sin embargo, de ello no puede deducirse que al Presidente de la República se le haya prohibido la suspensión de la vigencia de los citados permisos, pues el contexto de la norma es eminentemente facultativo y el legislador –en este caso, el Presidente de la República, en ejercicio de facultades extraordinarias- no tiene la obligación de reiterar lo que ya dispone la Constitución, como ocurre en este caso. Así, en virtud del artículo 189-3 superior, el Presidente de la República es el encargado de “dirigir la fuerza pública y disponer de ella como comandante supremo de las Fuerzas Armadas de la República”. Dado que la fuerza pública está conformada en forma exclusiva por las fuerzas militares y la Policía Nacional, se deduce que el Presidente de la República es comandante supremo también de las autoridades militares que definen, de conformidad con el Decreto 2535 de 1993, lo relativo a la suspensión de la vigencia de permisos para porte y tenencia de armas. Por consiguiente, él está facultado por la Constitución para adelantar las atribuciones que un Decreto Ley les confiere a determinadas autoridades militares, sin que se requiera redundar en lo que ya dispone la Carta Política. 
En cuanto a la falta de mención expresa de los alcaldes dentro de las autoridades con competencia para suspender de manera general o individual la vigencia de los permisos para porte o tenencia de armas, la Corte observó que en la Constitución no se le ordena al legislador, ni al Presidente  de la República en desarrollo de facultades legislativas extraordinarias, que le confieran a los alcaldes la atribución de suspender la vigencia de los permisos para porte o tenencia de armas de fuego. Tampoco les prohíbe que faculten a determinadas autoridades militares para efectuar la citada suspensión sin autorizar al mismo tiempo a los gobernadores y alcaldes. Estas serían las únicas dos condiciones bajo las cuales podría concluirse que el Decreto 2535 ha violado la Constitución, por no incluir a los alcaldes y gobernadores dentro de los sujetos con competencia para suspender la vigencia de los mencionados permisos. Ciertamente, el artículo 315 superior establece como atribución del alcalde, entre otras, “Conservar el orden público en el municipio, de conformidad con la ley y las instrucciones y órdenes que reciba del Presidente de la República y del respectivo gobernador”. No obstante, aunque en principio podría pensarse que no hay elementos para concluir si esas finalidades pueden alcanzarse de un mejor modo si se les atribuye por el legislador directamente esa competencia a los alcaldes, lo cierto es que la mera constatación de que dichas autoridades carezcan de un poder semejante no es una razón suficiente para concluir que, por lo tanto, se verán abocadas a resignar la conservación del orden público o el aseguramiento del orden justo. Ambas finalidades pueden ser perseguidas con celo y obtenidas en un grado de relevante aceptabilidad por parte de los alcaldes,  incluso bajo la hipótesis de que existan condiciones normativas que radicalmente los sustraigan de la clase de autoridades con la facultad de suspender la vigencia de los permisos para portar y tener armas. 
La Corte advirtió que, en todo caso, el artículo 315, numeral 2 de la Constitución erige al alcalde en la “primera autoridad de policía del municipio”, por lo cual, esta es una razón de más para concluir que definitivamente la facultad de suspensión de los permisos de porte y tenencia de armas no es una condición indispensable para mantener el orden público, pues cuenta en todo caso con el apoyo de la policía para lograr ese cometido. Además, de acuerdo con la Constitución, las dos facultades del alcalde en materia del manejo de orden público y de policía local, deben armonizarse con las atribuciones de las autoridades nacionales. Tampoco el cargo por supuesta infracción del artículo 315-2 está llamado a prosperar. Sin embargo, es evidente que esa solicitud forma parte del tipo de medidas que el alcalde como primera autoridad de policía del municipio puede requerir en unas circunstancias determinadas, razón por la cual las autoridades militares no deben demorar una respuesta pronta, oportuna y motivada a la solicitud que les haga el alcalde, para suspender el porte y tenencia de armas, en la medida que de todas maneras, la fuerza pública está sujeta a la autoridad civil y no puede entorpecer la acción del ejecutivo en este campo en el que debe prestar toda la colaboración que requiera el gobierno municipal en este campo. Por ello, la Corte procedió a declara la exequibilidad  las expresiones “solicitar a la autoridad militar competente la adopción de la suspensión general” y “autoridades contempladas en el artículo 32 del Decreto 2535 de 1993”, contempladas en el primer y tercer parágrafo de la misma norma, en ese sentido. 
